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Iniciativas

QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIEN-
TOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO Y DEL CÓDIGO DE

COMERCIO, EN MATERIA DE PAGOS DE MIPYMES Y GRAN-
DES EMPRESAS, SUSCRITA POR DIPUTADOS INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADA-
NO

Los suscritos, diputadas y diputados del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano de la LXV Legis-
latura de la Cámara de Diputados con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artí-
culo 6, numeral 1, fracción I y los artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a la
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sos artículos a la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-
tos y Servicios del Sector Público y al Código de Co-
mercio, con base a la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Las micro, pequeñas y medianas empresas (Mipy-
me) pueden ser definidas como aquellas empresas que
emplean hasta 250 personas y no registran ingresos
por concepto de ventas por más de 250 millones de pe-
sos.1

Según el Censo Económico 2019, las Mipyme en
nuestro país representan a 94.9 por ciento de los esta-
blecimientos existentes en todo el país.2 De igual for-
ma, las Mipyme representan 8 de cada 10 empleos ge-
nerados no agropecuarios en nuestro país.4

Las Mipyme son parte crucial de la economía de nues-
tro país. Por esta razón es necesario que se fortalezcan
a efecto de que fortalezca también la economía de
nuestro país al tiempo que se fomenten más y mejores
condiciones laborales para los trabajadores de nuestro
país.

Ahora bien, en 2018, la Asociación de Emprendedores
de México (Asem) tras la realización de 32 mesas de
análisis detectó que las personas emprendedoras co-
múnmente y las Mipyme enfrentan plazos de pagos de
60, 90, 120 o más días de pago por sus servicios.5

Asimismo, de acuerdo con la Radiografía del Empren-
dimiento en México 2023, el 33.1 por ciento de las
empresas Mipyme cuentan con atraso en el pago de
facturas por parte de sus clientes. Asimismo, las Mipy-
me con atraso en pago de facturas reportaron un pro-
medio de 48.1 días de retraso.6

Como resulta lógico, la dilación en los pagos a las mi-
cro, pequeñas y medianas empresas dificulta las ope-
raciones cotidianas de éstas por lo que la Asem pro-
movió una iniciativa en la que se garantice que se
efectúe el pago a más tardar 30 días naturales desde la
generación de la factura respectiva.7

II. Antecedentes iniciativa de pronto pago

El 1 de marzo de 2022, el diputado Carlos Noriega
presentó una iniciativa para modificar el artículo 380 y
para adicionar el artículo 380 Bis al Código de Co-
mercio con el propósito de establecer que el plazo má-
ximo para el pago a micro, pequeñas y medianas em-
presa sea dentro de los 20 días hábiles siguientes
contados a partir de la entrega del comprobante fiscal
respectivo. Asimismo, el diputado Noriega propuso
que también sea posible que se pacten condiciones
más favorables para las micro, pequeñas y medianas
empresas.8

La Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad de la Cámara de Diputados aprobó por mayoría de
votos el 12 de octubre de 2022 el dictamen de la Co-
misión de Economía Comercio y Competitividad en
sentido positivo sobre la iniciativa de ley con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona el artículo
83 Bis al Código de Comercio.

El dictamen aprobado por la Comisión adicionó un ar-
tículo 83 Bis al Código de Comercio para regular el
pronto pago a las micro, pequeñas y medianas empre-
sas que contraten con una empresa grande como con-
traparte.

En el dictamen avalado por la Comisión de Economía,
Comercio y Competitividad de la Cámara de Diputa-
dos se estableció en el Código de Comercio que el pa-
go para las micro, pequeñas y medianas empresas que
contraten con una empresa grande deberá llevarse a
cabo en un plazo de 30 días naturales contados desde
la entrega del bien o la prestación del servicio. Igual-
mente se estableció que para el entendimiento de lo
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que es una empresa grande se atenderá a la estratifica-
ción establecida en la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa. Asimismo, se estableció que se deberá formali-
zar en el contrato respectivo que se trata de una micro,
pequeña y mediana empresa.

De igual forma, la Comisión de Economía, Comercio
y Competitividad estableció en el dictamen referido
que, en aras del beneficio mutuo y en atención a la na-
turaleza del contrato, el pago puede efectuarse hasta
60 días naturales posteriores. Igualmente aprobó que
en casos de aquellos contratos en donde hubiere un
procedimiento de aceptación o comprobación de bien-
es o servicios éste no podrá exceder 15 días naturales
y el plazo para el pago comenzará a partir de la mani-
festación de conformidad o al día hábil siguiente a la
conclusión del plazo para la aceptación o comproba-
ción del bien o servicio.

Finalmente, en el dictamen referido se estableció que
en caso de demora de pago el proveedor tendrá dere-
cho a un interés equivalente a la tasa de interés inter-
bancaria de equilibrio a 28 días más 6 puntos porcen-
tuales.

Sin embargo, la propuesta avalada por la comisión
cuenta con las siguientes áreas de oportunidad:

• En el primer párrafo del artículo 83 Bis del Códi-
go de Comercio se define como parte proveedora a
las micro, pequeñas y medianas empresas y como
“contraparte” a una empresa grande. Sin embargo,
en el tercer párrafo de dicho artículo se define a la
“contraparte” como la “parte receptora de bienes o
servicios”.

• No se regula a las relaciones comerciales de mi-
cro, pequeñas o medianas empresas con empresas
de las mismas características.

• La figura del pronto pago se propone regular den-
tro del Capítulo II de los Contratos Mercantiles en
General del Código de Comercio pues el artículo 83
de dicho ordenamiento contempla que las obliga-
ciones serán exigidas a los diez días después de
contraídas, sin embargo, se recomienda que, por
técnica legislativa, si se trata de contratos mercanti-
les particulares como compraventa o prestación de
servicios se regulen en otro capítulo.

• El artículo 380 del Código de Comercio refiere
que la demora en el pago dentro de la compraventa
obligará al comprador a pagar réditos al tipo legal
sobre la cantidad que adeude. Se podría generar una
antinomia entre lo dispuesto en el artículo 83 Bis
propuesto y el artículo 3809 de dicho ordenamiento.

• No se consideró ninguna modificación en cuanto
a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servi-
cios del Sector Público por lo que las Mipyme que
contraten con el Estado mexicano no cuentan con
algún tipo de beneficio en esta propuesta.

III. Contenido de la propuesta legislativa

En la presente iniciativa se propone reformar, por un
lado, el Código de Comercio para regular el pronto pa-
go en las transacciones que lleven las micro, pequeñas
y medianas empresas con las grandes empresas y, por
otro lado, reformar la Ley de Adquisiciones Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público a efecto de ga-
rantizar el pronto pago en las operaciones comerciales
que reciba el Estado de parte de las Mipyme.

En el caso de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-
tos y Servicios del Sector Público se propone adicio-
nar un segundo párrafo y recorrer los subsecuentes al
artículo 51 a efecto de que se garantice que las micro,
pequeñas y medianas empresas en términos de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, reciban el pago por los
bienes que vendan o servicios que presenten en un
plazo no mayor a 15 días naturales. De esta manera se
garantiza una protección a las Mipyme cuando éstas
contraten con el Estado mexicano.

En el caso del Código de Comercio se propone adicio-
nar tres párrafos al artículo 380 del Código de Comer-
cio a efecto de garantizar que las Mipyme reciban su
pago en un plazo no mayor a 30 días naturales conta-
dos desde la entrega del comprobante fiscal corres-
pondiente, siempre y cuando se hayan entregado los
bienes o servicios acordados por las partes en el con-
trato respectivo. Asimismo, se propone establecer que,
en caso de incumplimiento en el pago se establezca
una pena convencional que no podrá ser menor al in-
terés legal.

De igual manera, se propone que sea posible pactar
condiciones más favorables entre las personas contra-
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tantes siempre y cuando éstas se plasmen por escrito
dentro del contrato celebrado entre las partes.

Finalmente, se propone adicionar un artículo 380 Bis
en el Código de Comercio a efecto de que, en caso de
presentarse controversias entre las partes, éstas puedan
acudir a mecanismos alternativos de solución de con-
troversias a fin de evitar litigios largos y costosos que
puedan afectar a las Mipyme. Esta propuesta garanti-
zará que el pronto pago se cumpla en los contratos ce-
lebrados entre las Mipyme.

Derivado de lo anterior, se somete a consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversos
artículos de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-
tos y Servicios del Sector Público y del Código de
Comercio en materia de pronto pago a proveedores

Primero. Se adiciona un segundo párrafo recorriendo
los subsecuentes, y se reforma el nuevo tercer párrafo
del artículo 51 de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público para quedar co-
mo sigue:

Artículo 51. La fecha de pago al proveedor estipulada
en los contratos quedara? sujeta a las condiciones que
establezcan las mismas; sin embargo, no podrá exce-
der de veinte días naturales contados a partir de la en-
trega de la factura respectiva, previa entrega de los
bienes o prestación de los servicios en los términos del
contrato.

En el caso de que el proveedor sea una micro, pe-
queña o mediana empresa en términos de lo dis-
puesto en la Ley para el Desarrollo de la Competi-
tividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa,
el pago no podrá exceder de quince días naturales
contados a partir de la entrega de la factura res-
pectiva, previa entrega de los bienes o prestación de
los servicios en los términos del contrato.

En caso de incumplimiento en los pagos a que se re-
fiere los párrafos anteriores, la dependencia o enti-
dad, a solicitud del proveedor, deberá pagar gastos fi-
nancieros conforme a la tasa que será igual a la
establecida por la Ley de Ingresos de la Federación en
los casos de prórroga para el pago de créditos fiscales.
Dichos gastos se calcularán sobre las cantidades no

pagadas y se computarán por días naturales desde que
se venció? el plazo pactado, hasta la fecha en que se
pongan efectivamente las cantidades a disposición del
proveedor.

Tratándose de pagos en exceso que haya recibido el
proveedor, e?ste debera? reintegrar las cantidades pa-
gadas en exceso, más los intereses correspondientes,
conforme a lo señalado en el párrafo anterior. Los in-
tereses se calcularán sobre las cantidades pagadas en
exceso en cada caso y se computarán por días natura-
les desde la fecha del pago, hasta la fecha en que se
pongan efectivamente las cantidades a disposición de
la dependencia o entidad.

En caso de rescisión del contrato, el proveedor debe-
rá? reintegrar el anticipo y, en su caso, los pagos pro-
gresivos que haya recibido más los intereses corres-
pondientes, conforme a lo indicado en este artículo.
Los intereses se calcularán sobre el monto del anticipo
no amortizado y pagos progresivos efectuados y se
computarán por días naturales desde la fecha de su en-
trega hasta la fecha en que se pongan efectivamente
las cantidades a disposición de la dependencia o enti-
dad.

Las dependencias y entidades podrán establecer en sus
políticas, bases y lineamientos, preferentemente el pa-
go a proveedores a través de medios de comunicación
electrónica.

Segundo. Se adicionan un párrafo segundo, un párra-
fo tercero y un párrafo cuarto al artículo 380, y se adi-
ciona el artículo 380 bis todos del Código de Comer-
cio para quedar como sigue:

Artículo 380. El comprador deberá pagar el precio de
las mercancías que se le hayan vendido en los térmi-
nos y plazos convenidos. A falta de convenio lo debe-
rá pagar de contado. La demora en el pago del precio
lo constituirá en la obligación de pagar réditos al tipo
legal sobre la cantidad que adeude.

Tratándose de micro, pequeñas y medianas empre-
sas en términos de lo dispuesto en la Ley para el
Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pe-
queña y Mediana Empresa que proporcionen bien-
es o servicios a empresas más grandes, el plazo de
pago deberá ser de 30 días naturales contados des-
de la entrega del comprobante fiscal correspon-
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diente, siempre y cuando se hayan entregado los
bienes o servicios acordados por las partes en el
contrato respectivo.

En caso de que la persona moral compradora in-
cumpla con la realización del pago respectivo se le
impondrá una pena convencional que no podrá ser
menor al interés legal.

Se podrán pactar condiciones más favorables a las
referidas en párrafos previos para las micro, pe-
queñas y medianas empresas cuando funjan como
vendedoras, siempre y cuando, dichas condiciones
se plasmen dentro del contrato celebrado entre las
partes.

Artículo 380 Bis. En caso de suscitarse controver-
sias en las operaciones a las que se hace referencia
en el artículo anterior, las partes podrán utilizar
mecanismos alternativos de solución de controver-
sias a los cuales hace referencia la Ley General de
Mecanismos Alternativos de Solución de Contro-
versias.

Transitorio

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Notas
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Palacio Legislativo, a 8 de febrero de 2024.

(Rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 111 BIS Y 112 DE LA LEY

GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN

AL AMBIENTE, A CARGO DEL DIPUTADO ANDRÉS PINTOS

CABALLERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

El suscrito, diputado Andrés Pintos Caballero, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, en la LXV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo establecido en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; así como los
artículos 6, numeral I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, so-
mete a consideración de esta honorable asamblea, la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man los artículos 111 Bis y 112 de la Ley General de
Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La publicación en el Diario Oficial de la Federación el
28 de junio de 1999, el decreto por el que se declara la
adición de un párrafo quinto al artículo 4o. Constitu-
cional y se reforma el párrafo primero del artículo 25
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, consagró al establecer en el artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos que: “Toda persona tiene derecho a un medio am-
biente adecuado para su desarrollo y bienestar”. Tiem-
po después en la publicación en el Diario Oficial de la
Federación del 8 de febrero de 2012 se publicó el de-
creto por el que se declara reformado el párrafo quin-
to y se adiciona un párrafo sexto recorriéndose en su
orden los subsecuentes, al artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual
establece que: “Toda persona tiene derecho a un medio
ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Esta-
do garantizará el respeto a este derecho. El daño y de-
terioro ambiental generará responsabilidad para quien
lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley.”

Este derecho ha sido reconocido a nivel internacional,
ya que el 28 julio 2022, con 161 votos a favor, ocho
abstenciones y ningún voto en contra, la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas adoptó una resolución
que reconoce el acceso a un medio ambiente limpio,
sano y sostenible como un derecho humano universal.

El texto, presentado originalmente por Costa Rica,
Maldivas, Marruecos, Eslovenia y Suiza el pasado
mes de junio, y copatrocinado ahora por más de 100
países, señala que el derecho a un medio ambiente sa-
no está relacionado con el derecho internacional exis-
tente y afirma que su promoción requiere la plena apli-
cación de los acuerdos medioambientales
multilaterales. También reconoce que el impacto del
cambio climático, la gestión y el uso insostenibles de
los recursos naturales, la contaminación del aire, la tie-
rra y el agua, la gestión inadecuada de los productos
químicos y los residuos, y la consiguiente pérdida de
biodiversidad interfieren en el disfrute de este dere-
cho, y que los daños ambientales tienen implicaciones
negativas, tanto directas como indirectas, para el dis-
frute efectivo de todos los derechos humanos.

Por su parte los tribunales federales en México han re-
conocido que el derecho a un ambiente sano debe de
ser protegido por todas las autoridades, como se refie-
re en la tesis siguiente:

Registro digital: 2026110
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Undécima Época
Materias (s): Constitucional
Tesis: I.3o.C.5 CS (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración. Libro 23, Marzo de 2023, Tomo IV, página
3850
Tipo: Aislada

Derecho a un medio ambiente sano. Es un dere-
cho transversal que debe ser protegido por todas
las autoridades en las distintas materias, inclui-
da la civil.

Hechos: Dentro de una controversia de arrenda-
miento inmobiliario en la que se demandó el pago
de pensiones rentísticas, la parte actora –arrenda-
dora– solicitó entre sus prestaciones, el pago del
adeudo por uso del servicio de energía eléctrica; se
dictó sentencia a su favor y contra dicho fallo el
demandado interpuso recurso de apelación, decla-
rándose infundado y firme aquélla, dicha resolu-
ción es la que constituye el acto reclamado en el
amparo directo, en el cual, previamente al estudio
del fondo del asunto, se consideró que se debe
priorizar un uso adecuado de la energía eléctrica,
tomando en cuenta que existe una corresponsabili-
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dad por parte de quien se beneficia directamente
de ese bien.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Cir-
cuito determina que el derecho a un medio ambien-
te sano es un derecho transversal que debe ser pro-
tegido por todas las autoridades en las distintas
materias, incluida la civil.

Justificación: Lo anterior, porque el derecho a un me-
dio ambiente sano tiene implicaciones transversales
con prácticamente todos los derechos consagrados en
la Constitución General y en los tratados internacio-
nales, como los relativos a la salud, alimentación, tra-
bajo, cultura, vida y otros, pues es más que notorio
que si no existe un entorno dentro del que se pueda
desarrollar la vida humana, ninguno de éstos puede
garantizarse o siquiera lograrse. En ese tenor, los de-
rechos humanos mencionados se deben siempre en-
contrar en armonía con el derecho a un medio am-
biente sano. Lo anterior también implica que todas
las autoridades en el ejercicio de sus atribuciones
tengan presente estos principios; por ello, las perso-
nas juzgadoras tienen la obligación, a través de sus
fallos, de actuar siempre en favor de la naturaleza,
aplicando estos principios y buscando, en la medida
de lo posible, la mitigación de la crisis climática y el
cuidado del medio ambiente. Así, es imperante que al
juzgar, sin importar la rama del derecho en que se ac-
túe (laboral, administrativa, penal o civil) el juzga-
dor, al tener presente estos principios ambientales,
encuentre siempre una armonía en su aplicación, en-
tendiéndola como la defensa de un derecho transver-
sal que tiene implicaciones con las demás prerrogati-
vas constitucionales y convencionales.

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Pri-
mer Circuito.

Amparo directo 413/2022. 13 de julio de 2022.
Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García
Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: Leticia Yat-
suko Hosaka Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2023 a
las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federa-
ción.

Registro digital: 2024838
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Undécima Época
Materias(s): Constitucional
Tesis: I.3o.C.1 CS (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración. Libro 14, Junio de 2022, Tomo VII, página
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Derecho humano a un medio ambiente sano. Los
tribunales nacionales están obligados a proveer
las medidas necesarias y pertinentes dentro de
sus competencias para garantizarlo.

Hechos: Una compañía aseguradora fue condenada
en un juicio oral mercantil a pagar la indemniza-
ción prevista en el contrato de seguro; al acudir al
amparo contra la sentencia correspondiente le fue
negado, entre otros motivos, porque no acreditó
por escrito haber entregado las condiciones genera-
les del seguro, en términos del artículo 7o. de la
Ley sobre el Contrato de Seguro. Asimismo, el tri-
bunal estimó que esa constancia de entrega puede
demostrarse por medios electrónicos y no única-
mente en papel, como medida de protección al me-
dio ambiente, y ordenó dar vista a la Comisión Na-
cional de Seguros y Fianzas para que, si tiene a
bien, examine su regulación o emita la que consi-
dere adecuada y reflexione sobre la importancia de
que las aseguradoras y asegurados, en la medida de
lo posible, transiten a una era “sin papel” para que
con los candados digitales necesarios y firmas elec-
trónicas o claves de acceso, los juzgadores puedan
constatar que los asegurados conocieron los térmi-
nos de las pólizas de seguros y cualquier otro trá-
mite que realicen.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Cir-
cuito determina que los tribunales nacionales están
obligados, dentro de su ámbito competencial, a pro-
veer todas las medidas necesarias y pertinentes pa-
ra garantizar el derecho humano a un medio am-
biente sano, previsto en el párrafo quinto del
artículo 4o. de la Constitución General, sin impor-
tar la materia de su especialización ni su fuero terri-
torial, de acuerdo con los deberes y responsabilida-
des que a cada autoridad competen en términos de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente. Esto implica que el órgano ju-
risdiccional está facultado para dar vista a las auto-
ridades que no tienen una reglamentación favorable
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al ambiente para que, de así estimarlo en el ámbito
de sus competencias, puedan considerarlo.

Justificación: Lo anterior, porque actualmente la
humanidad enfrenta uno de sus mayores retos con
el deterioro del medio ambiente, pues por más
avances que se han obtenido y aun con el esfuerzo
que han realizado los Estados en sus políticas inter-
nas, así como a partir de la cooperación internacio-
nal, el cambio climático y la sobre explotación eco-
lógica han ocasionado graves daños a nuestro
planeta los cuales, incluso, amenazan con cambiar
por completo la manera en la que vivimos. En ese
sentido, la Constitución General reconoce en el pá-
rrafo quinto de su artículo 4o. el derecho humano a
un medio ambiente sano. Lo anterior es de suma
importancia, pues en términos del artículo 1o. cons-
titucional, este órgano jurisdiccional está obligado a
promover, respetar, proteger y garantizar los dere-
chos humanos en el ámbito de sus competencias, lo
que hace a través de este criterio, pues para los ac-
tos jurídicos mencionados se sugiere acudir a los
medios electrónicos, con el propósito de sustituir el
papel y otros impresos por la tecnología digital, a
fin de vigilar el adecuado manejo de los recursos
materiales e insumos, así como fomentar la protec-
ción al medio ambiente. Por lo que respecta a la vis-
ta a las autoridades administrativas, cabe señalar
que la división funcional de atribuciones que esta-
blece el artículo 49 constitucional no opera de ma-
nera rígida, sino flexible, ya que el reparto compe-
tencial de cada uno de los Poderes implica
coordinación o colaboración para lograr un equili-
brio de fuerzas y un control recíproco que logre be-
neficios en temas relevantes y que afecten a la so-
ciedad mexicana, así como para ejercer sus
facultades para garantizar los derechos humanos
contenidos en la Constitución General, entre ellos,
el relativo a un medio ambiente sano, que debe ser
protegido y reparada su violación en su mayor am-
plitud.

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Pri-
mer Circuito.

Amparo directo 653/2021. Quálitas Compañía de
Seguros, SA de CV, 19 de enero de 2022. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz.
Secretario: Miguel Ángel Vadillo Romero.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a
las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federa-
ción.

Esa intención de protección de todas las autoridades se
encuentra limitada en la Ley General de Equilibrio
Ecológico y Protección al Ambiente, ya que si bien es
cierto debe de haber concurrencia entre los Gobiernos
Federal, de las entidades federativas y los Municipios
en materia de protección al medio ambiente y preser-
vación y restauración del equilibrio ecológico, como
lo establece el numeral 73 fracción XXIX-G de nues-
tro máximo ordenamiento legal, el cual refiere

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la con-
currencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de
las entidades federativas, de los Municipios y, en su
caso, de las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, en materia de protección al ambien-
te y de preservación y restauración del equilibrio
ecológico.

La actual normativa que se encuentra en la Ley Ge-
neral de Equilibrio Ecológico y Protección al Am-
biente parece limitar la concurrencia y limita a las
autoridades a que puedan intervenir en casos que se
establecen de competencia federal, siendo impor-
tante que todos los entes gubernamentales puedan
tener injerencia en solucionar y proteger el medio
ambiente, buscando que cualquier autoridad que
tenga una pronta respuesta sea la que aplique medi-
das cuando exista un detrimento al medio ambiente
en perjuicio de la población. Es por eso que vemos
que los artículos 111 Bis y 112 del ordenamiento ci-
tado resultan un obstáculo para dar protección al
medio ambiente sano como lo refiere el artículo 4
Constitucional, que es por eso presenta esta iniciati-
va cuya finalidad es que se amplíe la competencia
de las Entidades Federativas que busquen ayudar,
prevenir y detener un impacto de contaminación
que afecte a los habitantes de una circunscripción
territorial determinada. El texto actual de dichos
dispositivos legales establece:

Artículo 111 Bis. Para la operación y funciona-
miento de las fuentes fijas de jurisdicción federal
que emitan o puedan emitir olores, gases o partícu-
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las sólidas o líquidas a la atmósfera, se requerirá au-
torización de la Secretaría.

Para los efectos a que se refiere esta ley, se consideran
fuentes fijas de jurisdicción federal, las industrias quí-
mica, del petróleo y petroquímica, de pinturas y tintas,
automotriz, de celulosa y papel, metalúrgica, del vi-
drio, de generación de energía eléctrica, del asbesto,
cementera y calera y de tratamiento de residuos peli-
grosos.

El reglamento que al efecto se expida determinará los
subsectores específicos pertenecientes a cada uno de
los sectores industriales antes señalados, cuyos esta-
blecimientos se sujetarán a las disposiciones de la le-
gislación federal, en lo que se refiere a la emisión de
contaminantes a la atmósfera.

Artículo 112. En materia de prevención y control de la
contaminación atmosférica, los gobiernos de las enti-
dades federativas, los municipios y las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, de conformidad
con la distribución de atribuciones establecida en los
artículos 7o., 8o. y 9o. de esta Ley, así como con la le-
gislación local en la materia:

I. Controlarán la contaminación del aire en los bien-
es y zonas de jurisdicción local, así como en fuentes
fijas que funcionen como establecimientos industria-
les, comerciales y de servicios, siempre que no estén
comprendidos en el artículo 111 Bis de esta ley;

II. Aplicarán los criterios generales para la protec-
ción a la atmósfera en los planes de desarrollo ur-
bano de su competencia, definiendo las zonas en
que sea permitida la instalación de industrias conta-
minantes;

III. Requerirán a los responsables de la operación
de fuentes fijas de jurisdicción local, el cumpli-
miento de los límites máximos permisibles de emi-
sión de contaminantes, de conformidad con lo dis-
puesto en el reglamento de la presente ley y en las
normas oficiales mexicanas respectivas;

IV. Integrarán y mantendrán actualizado el inventa-
rio de fuentes de contaminación;

V. Establecerán y operarán sistemas de verificación
de emisiones de automotores en circulación;

VI. Establecerán y operarán, con el apoyo técnico,
en su caso, de la Secretaría, sistemas de monitoreo
de la calidad del aire. Los gobiernos locales remiti-
rán a la Secretaría los reportes locales de monitoreo
atmosférico, a fin de que aquélla los integre al Sis-
tema Nacional de Información Ambiental;

VII. Establecerán requisitos y procedimientos para
regular las emisiones del transporte público, excep-
to el federal, y las medidas de tránsito, y en su ca-
so, la suspensión de circulación, en casos graves de
contaminación;

VIII. Tomarán las medidas preventivas necesarias
para evitar contingencias ambientales por contami-
nación atmosférica;

IX. Elaborarán los informes sobre el estado del me-
dio ambiente en la entidad, municipio o demarca-
ción territorial de la Ciudad de México correspon-
diente, que convengan con la Secretaría a través de
los acuerdos de coordinación que se celebren;

X. Impondrán sanciones y medidas por infracciones
a las leyes que al efecto expidan las legislaturas lo-
cales, o a los bandos y reglamentos de policía y
buen gobierno que expidan los ayuntamientos, de
acuerdo con esta Ley;

XI. Formularán y aplicarán, con base en las normas
oficiales mexicanas que expida la Federación para
establecer la calidad ambiental en el territorio na-
cional, programas de gestión de calidad del aire, y

XII. Ejercerán las demás facultades que les confie-
ren las disposiciones legales y reglamentarias apli-
cables.

La presente iniciativa pretende dar mayores facultades
a las entidades federativas que apoyen en la vigilancia,
supervisión y sanción de aquellas fuentes de contami-
nantes que actualmente se consideran de facultad ex-
clusiva federal, para ello se pretenden las siguientes
modificaciones.

Artículo 111 Bis. Para la operación y funcionamiento
de las fuentes fijas de jurisdicción federal que emitan
o puedan emitir olores, gases o partículas sólidas o lí-
quidas a la atmósfera, se requerirá autorización de la
Secretaría y de las entidades federativas.
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Para los efectos a que se refiere esta ley, se consideran
fuentes fijas de jurisdicción federal y de las entidades
federativas, las industrias química, del petróleo y pe-
troquímica, de pinturas y tintas, automotriz, de celulo-
sa y papel, metalúrgica, del vidrio, de generación de
energía eléctrica, del asbesto, cementera y calera y de
tratamiento de residuos peligrosos.

El reglamento que al efecto se expida determinará los
subsectores específicos pertenecientes a cada uno de
los sectores industriales antes señalados, cuyos esta-
blecimientos se sujetarán a las disposiciones de la le-
gislación federal, en lo que se refiere a la emisión de
contaminantes a la atmósfera.

Artículo 112. En materia de prevención y control
de la contaminación atmosférica, los gobiernos de
las entidades federativas, los municipios y las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México,
de conformidad con la distribución de atribuciones
establecida en los artículos 7o., 8o. y 9o. de esta
Ley, así como con la legislación local en la mate-
ria:

I. Controlarán la contaminación del aire en los bien-
es y zonas de jurisdicción local, así como en fuen-
tes fijas que funcionen como establecimientos in-
dustriales, comerciales y de servicios; siempre que
no estén comprendidos en el artículo 111 Bis de es-
ta ley;

La razón de dar mayores atribuciones a las entidades
federativas, ya que son estas quienes tienen que vi-
gilar y procurar la protección al medio ambiente sa-
no de toda la circunscripción territorial que confor-
ma la entidades federativas, y ahora sí cumplir con
lo que han señalado los tribunales federales actual-
mente la humanidad enfrenta uno de sus mayores re-
tos con el deterioro del medio ambiente. En ese sen-
tido, la Constitución General reconoce en el párrafo
quinto de su artículo 4o. el derecho humano a un me-
dio ambiente sano. Lo anterior es de suma importan-
cia, pues en términos del artículo 1o. constitucional,
al ser un derecho humano toda autoridad está obli-
gada a promover, respetar, proteger y garantizar di-
cho derecho.

En mérito de lo expuesto, se somete a la consideración
de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se modifica los artículos 111 Bis
y 112 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y
Protección al Ambiente

Único: Se adiciona el primero y segundo párrafo del
artículo 111 Bis y se modifica la fracción I del artícu-
lo 112 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y
Protección al Ambiente

Artículo 111 Bis. Para la operación y funcionamiento
de las fuentes fijas de jurisdicción federal que emitan
o puedan emitir olores, gases o partículas sólidas o lí-
quidas a la atmósfera, se requerirá autorización de la
Secretaría y de las entidades federativas.

Para los efectos a que se refiere esta ley, se consideran
fuentes fijas de jurisdicción federal y de las entidades
federativas, las industrias químicas, del petróleo y pe-
troquímica, de pinturas y tintas, automotriz, de celulo-
sa y papel, metalúrgica, del vidrio, de generación de
energía eléctrica, del asbesto, cementera y calera y de
tratamiento de residuos peligrosos.

…

Artículo 112. En materia de prevención y control de la
contaminación atmosférica, los gobiernos de las enti-
dades federativas, los municipios y las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, de conformidad
con la distribución de atribuciones establecida en los
artículos 7o., 8o. y 9o. de esta ley, así como con la le-
gislación local en la materia:

I. Controlarán la contaminación del aire en los bienes
y zonas de jurisdicción local, así como en fuentes fijas
que funcionen como establecimientos industriales, co-
merciales y de servicios;

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Quedan derogadas todas las disposiciones
que contravengan lo dispuesto en el presente Decreto
y se otorga el término de 180 días a fin de que se ha-
gan los ajustes a las disposiciones normativas regla-
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mentarias y de las entidades federativas, a fin de ajus-
tarlas a esta ley general.

México, Ciudad de México, a 8 de febrero de 2024.

Diputado Andrés Pintos Caballero (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 133 Y 134 DE LA LEY FE-
DERAL DEL TRABAJO, A CARGO DEL DIPUTADO ÓSCAR

OCTAVIO MOGUEL BALLADO, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El que suscribe, diputado Óscar Octavio Moguel Ba-
llado, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
y 78, fracción III, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y en ejercicio de la facultad
que confieren los artículos 6, numeral 1, fracción I, así
como el 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículo 133 y 134 de la
Ley Federal del Trabajo, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización de la Naciones Uni-
das1, la discriminación es cualquier acto u omisión que
provoque distinción, exclusión o restricción que obs-
taculice los derechos de las personas por motivos de
raza, origen étnico o apariencia física. En México, se-
gún la Encuesta Nacional sobre Discriminación2 (EN-
ADIS) 2022 realizada por el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi), 2 de cada 10 personas de
18 y más años se han sentido discriminadas por algún
motivo.

Justamente, esa encuesta evidencia que unas de las
consecuencias de la discriminación es la negación de

un derecho, es decir la imposibilidad de recibir algun
apoyo através de un programa social, obtener atención
médica, permanecer en algún lugar público como ne-
gocios o comercios, continuar estudiando, rentar algun
para vivir e incluso la negación para ser contratado en
un empleo u obtener un asenso en éste.

Esta última consecuencia, es una de las más sufridas
por las personas victimas de discriminación y entre
ellas las que más destacán son aquellas personas que
padecen el virus de inmunodeficiencia adquirida
(VIH).

Las cifras del Inegi revelan que 26.2 por ciento de la
población mexicana mayor a 18 años no estaría dis-
puesta a contratar a una persona que vive con VIH. Es-
to no sólo es una suposición sino que refleja una de las
principales barreras de exclusión que enfrenta la po-
blación con VIH en México.

El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación3

(Conapred), entre 2014 y septiembre de 2020, exami-
nó un total de 334 incidentes de presunta discrimina-
ción dirigidos a personas afectadas por el VIH. De es-
te conjunto, 64 por ciento representó quejas dirigidas
hacia individuos particulares, mientras que 36 por
ciento restante se centró en funcionarios públicos.

La discriminación relacionada con la condición de sa-
lud, específicamente aquella vinculada a vivir con
VIH, se asoció con la discriminación basada en la
orientación sexual en 1 de cada 6 casos y con la dis-
criminación de género en 1 de cada 10. Principalmen-
te, las personas afectadas por el VIH experimentaron
discriminación en el ámbito laboral (40 por ciento de
los casos) y en el sector de la salud (33 por ciento).

Según lo expresado por el propio Conapred, una ma-
nera en que las empresas y empleadores discriminan y
atentan contra los derechos de las personas que viven
con VIH es obligarlos a someterse a pruebas de detec-
ción de VIH, a veces incluso sin su consentimiento,
durante los procesos de contratación y ascenso laboral,
además de utilizar estos resultados para excluir a aque-
llos que den positivo en dichas pruebas.

Esto, a pesar de que desde 2015 el Conapred estable-
ció, en su resolución por disposición4 7/15, que llevar
a cabo pruebas de detección del VIH como requisito
para obtener empleo y utilizar los resultados en el pro-
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ceso de selección viola el derecho al trabajo, así como
el derecho a la igualdad y no discriminación, estas
prácticas persisten.

Dicha resolución, además, señala que este enfoque
constituye una negación o limitación injustificada del
derecho al trabajo basada en una condición de salud
que no afecta el rendimiento laboral de la persona ni
ponen en riesgo la salud de sus compañeros.

Además, la Suprema Corte de Justicia establece en la
sentencia 43/20185 que exigir el examen de VIH como
requisito para acceder al trabajo viola el derecho a la
igualdad, pues permitiría negar el empleo a las perso-
nas, simplemente por su condición de salud, lo que es-
tá prohibido por el artículo 1o. de la Constitución.

Considerando que en nuestro país cerca de 250 mil
personas6 viven con VIH, lo que significa que 4 de ca-
da mil personas tienen esta enfermedad, y que un con-
siderable número de individuos que conviven con el
VIH forman parte de grupos que han sido histórica-
mente estigmatizados, lo cual los expone a un mayor
riesgo de enfrentar discriminación en múltiples di-
mensiones. Es esencial abordar esta problemática des-
de diversas perspectivas.

La propia Organización Internacional del Trabajo ex-
hortó a los países miembros a “abolir todas las leyes y
políticas de pruebas del VIH obligatorias para trabajar.
Las pruebas de detección del VIH para el empleo de-
ben ser voluntarias”7. Únicamente mediante este enfo-
que será posible crear una auténtica campaña a nivel
global que resalte la imperiosa necesidad de erradicar
el estigma y la discriminación vinculados al VIH en el
ámbito laboral y en otros contextos. Se debe intensifi-
car este esfuerzo para favorecer la adopción de la tera-
pia antirretroviral, que salva vidas, y promover la par-
ticipación plena en el mercado laboral.

Por tanto, es crucial que, en concordancia con las po-
líticas públicas educativas y de salud en relación con
el VIH, se establezcan derechos y deberes explícitos
en la legislación laboral que contribuyan a asegurar el
pleno ejercicio de los derechos de las personas que
conviven con el VIH.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículo 133 y 134 de la
Ley Federal del Trabajo en materia de prevención
de la discriminación de personas que viven con vi-
rus de inmunodeficiencia adquirida (VIH)

Único. Se reforman los artículos 133 y 134 de la Ley
Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 133. …

I. a XIII. …

XIV. Exigir la presentación de certificados médicos
de no embarazo y/o la realización de exámenes de
diagnóstico del VIH, para el ingreso, permanencia
o ascenso en el empleo;

XV. y XVI. …

Artículo 134. …

I. a IX. …

X. Someterse a los reconocimientos médicos pre-
vistos en el reglamento interior y demás normas vi-
gentes en la empresa o establecimiento, para com-
probar que no padecen alguna incapacidad o
enfermedad de trabajo, contagiosa o incurable, con
excepción de los exámenes de diagnóstico del
VIH;

XI. a XIII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los De-

rechos Humanos (OACNUDH). 2019. Definición de discrimina-

ción. Recuperado de

https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/I
ssues/HRIndicators/SDG_Indicator_16b1_10_3_1_M
etadata_SP.pdf

2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 2023. Encuesta

Nacional sobre Discriminación (ENADIS) 2022. Recuperado de
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dis/2022/doc/enadis2022_resultados.pdf

3 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. 2018. Ficha

temática sobre personas que viven con VIH. Recuperado de

https://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Fi-
cha%20VIH.pdf

4 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. 2015. Reso-

lución por Disposición 7/15. Recuperado de https://www.co-
napred.org.mx/userfiles/files/Proyecto%20RPD%20R
%2078%20%2812%29%20final%20ok%20KN%207
-15INACC.pdf

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. 2018. Amparo Directo

43/2018. Recuperado de https://www.scjn.gob.mx/dere-
chos-humanos/sites/default/files/sentencias-emblema-
ticas/sentencia/2022-02/AD%2043-2018.pdf

6 Centro Nacional para la Prevención y el Control del VIH y el

SIDA. 2022. Boletín de Atención Integral de personas que viven

con VIH. Recuperado de https://www.gob.mx/cms/uplo-
ads/attachment/file/684194/BAI_DAI_2021_4.pdf

7 Organización Internacional del Trabajo. 2021. Encuesta global

de la OIT sobre la discriminación por el VIH en el mundo del tra-

bajo. Recuperado de

https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—-dgre-
p o r t s / — -
gender/documents/publication/wcms_830557.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 8 de febrero de 2024.

Diputado Óscar Octavio Moguel Ballado (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 170 DE LA LEY FEDERAL

DEL TRABAJO Y 50 DE LA LEY GENERAL DE LOS DERE-
CHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, A CARGO DEL

DIPUTADO ÓSCAR OCTAVIO MOGUEL BALLADO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El que suscribe, diputado Óscar Octavio Moguel Ba-
llado, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
y 78, fracción III, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y en ejercicio de la facultad
que confieren los artículos 6, numeral 1, fracción I, así
como el 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 170 de la Ley Fe-
deral del Trabajo y 50 de la Ley General de los Dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, en materia de lac-
tancia materna, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

En las últimas décadas, hemos sido testigos de una no-
table y alentadora transformación en la participación
de la mujer en el mercado laboral a nivel mundial. El
papel de las mujeres en la fuerza laboral ha experi-
mentado un aumento significativo, reflejando cambios
en las percepciones sociales y las oportunidades edu-
cativas. A medida que las barreras tradicionales se des-
vanecen, más mujeres se incorporan a una amplia ga-
ma de sectores profesionales. Lo cual provoca que no
solo se impulsé la diversidad en el lugar de trabajo, si-
no que también se contribuya a un enriquecimiento
significativo de las ideas y perspectivas dentro de las
organizaciones.

Este cambio hacia una mayor participación de la mu-
jer en el mercado laboral no solo beneficia a las muje-
res individualmente, sino que también tiene impactos
positivos en la economía en su conjunto. La inclusión
de talento femenino en roles clave impulsa la innova-
ción, mejora la toma de decisiones y contribuye al cre-
cimiento económico. A medida que las sociedades re-
conocen y abordan los desafíos persistentes, como la
brecha salarial de género y la falta de representación
en roles de liderazgo, se fortalece el impulso hacia una
equidad de género más completa en el ámbito laboral.

Para bien de nuestra sociedad, esta tendencia conti-
nuará creciendo. Esto se refleja en la creciente alza de
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mujeres que deciden estudiar a nivel profesional y
posgrado. En los últimos años, “las mujeres son ma-
yoría en la matrícula total de estudiantes de Licencia-
tura en México. Además, desde 2014 más mujeres que
hombres cursan programas de maestría y de especiali-
dades”1.

Asimismo, esto se evidencia en el creciente número de
mujeres que ingresan al mercado laboral. De acuerdo
con estadísticas del colectivo México ¿Cómo Vamos?2

en 2023 por cada 100 hombres registrados en un pues-
to de trabajo en el IMSS hubo 66.2 mujeres, es decir
un crecimiento de 16 por ciento respecto a 2013.

Además, con base en las estadísticas obtenidas por el
Censo de Población y Vivienda 2020 realizado por el
Instituto Nacional de Geografía y Estadística3, se ob-
serva que 42 por ciento de los mexicanos económi-
camente activos son mujeres, mientras que 41.8 por
ciento de las madres solteras mayores de 15 años es-
tán empleadas y que 7 de cada 10 mujeres que parti-
cipan en el mercado laboral tienen al menos un hijo
o hija.

Ante este contexto, es urgente implantar medidas pre-
cautorias en el ámbito laboral, asegurando que las mu-
jeres puedan conciliar la maternidad sin que esto obs-
taculice o complique su derecho al trabajo. En este
sentido, resulta esencial contemplar en la legislación
la inclusión de salas de lactancia o lactarios en diver-
sas instalaciones laborales.

Garantizar la salvaguarda de la maternidad para las
mujeres empleadas debe constituir un aspecto primor-
dial en la política laboral del país; brindarles respaldo
no solo implica respaldar el crecimiento económico,
sino también reconocer el legítimo derecho de las mu-
jeres mexicanas a una ocupación digna, al mismo
tiempo que se aborda el interés superior de los meno-
res.

La lactancia materna, reconocida como una práctica
fundamental para el desarrollo saludable de los lactan-
tes, ha sido respaldada por numerosos estudios y orga-
nizaciones de salud a nivel mundial. Este acto natural
no solo proporciona una nutrición completa y especí-
ficamente adaptada a las necesidades del bebé, sino
que también fortalece el vínculo emocional entre la
madre y el hijo.

Uno de los beneficios más destacados de la lactancia
materna radica en sus efectos positivos para la salud
del recién nacido. La leche materna contiene una va-
riedad de nutrientes esenciales, anticuerpos y enzimas
que fortalecen el sistema inmunológico del bebé, re-
duciendo así el riesgo de enfermedades y alergias.
Además, la leche materna se adapta a las necesidades
cambiantes del bebé a lo largo del tiempo, proporcio-
nando una fórmula dinámica que se ajusta a medida
que el lactante crece.

La lactancia materna no solo beneficia al bebé; tam-
bién tiene ventajas significativas para la madre. La li-
beración de hormonas durante la lactancia, como la
oxitocina, ayuda a contraer el útero después del parto,
contribuyendo a una recuperación más rápida. Ade-
más, se ha observado que las mujeres que amamantan
tienen un menor riesgo de desarrollar ciertos tipos de
cáncer, como el de mama y ovario.

A nivel social, la lactancia materna fomenta la cone-
xión emocional entre la madre y el bebé. El acto de
amamantar no solo proporciona alimento, sino que
también promueve la seguridad emocional y el apego
entre ambos. Esta conexión temprana puede tener
efectos duraderos en el bienestar emocional y mental
del niño a lo largo de su vida.

A pesar de los beneficios evidentes, persisten desafíos
en torno a la promoción de la lactancia materna. Las
barreras culturales, laborales y de salud a menudo di-
ficultan que algunas mujeres practiquen la lactancia
exclusiva durante los primeros seis meses, como reco-
mienda la Organización Mundial de la Salud4. Por en-
de, es fundamental continuar con los esfuerzos para
sensibilizar y apoyar a las mujeres en su decisión de
amamantar, creando entornos que faciliten este proce-
so natural y beneficioso tanto para la madre como pa-
ra el hijo.

Pese a la importante de este acto, la Encuesta Nacional
de Salud y Nutrición (Ensanut) Continua 20225 infor-
mó que únicamente 33.6 por ciento de los bebés de
seis meses experimentaron lactancia materna exclusi-
va. En el caso de niños y niñas de 24 meses, un 27.2
por ciento no recibió lactancia materna durante los pri-
meros tres días de vida, siendo alimentados con fór-
mula comercial infantil (FCI) u otro líquido. Además,
42 por ciento de los infantes de seis a 23 meses con-
sumió alimentos considerados no saludables.
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Por tales motivos, el Fondo de las Naciones Unidas
para la Infancia (UNICEF)6 reconoce a la lactancia
materna como un derecho fundamental de los niños
debido a los innumerables beneficios que aporta a su
salud y desarrollo. Esta organización internacional de-
fiende la lactancia materna como un acto esencial pa-
ra garantizar el derecho de cada niño a la superviven-
cia, al crecimiento y al desarrollo óptimo.

Por ello, la creación de lactarios en los centros de tra-
bajo representa una medida significativa para respal-
dar a las madres trabajadoras y fomentar la lactancia
materna. Estos espacios, diseñados específicamente
para que las mujeres puedan extraer y almacenar leche
materna durante su jornada laboral, demuestran un
compromiso empresarial con la conciliación de la ma-
ternidad y el empleo.

En primer lugar, los lactarios en los lugares de trabajo
facilitan a las madres lactantes la continuación de la
lactancia materna después de regresar al trabajo. Este
apoyo contribuye a mantener la salud y el bienestar
tanto de la madre como del bebé, ya que la leche ma-
terna sigue siendo una fuente óptima de nutrición du-
rante los primeros meses de vida.

Además promueve la salud, ya que la presencia de lac-
tarios en los centros de trabajo también tiene benefi-
cios para la productividad y el compromiso de las em-
pleadas. Al ofrecer un espacio adecuado y privado
para la extracción de leche, las madres pueden realizar
esta tarea de manera más cómoda y eficiente, sin com-
prometer sus responsabilidades laborales.

Por estas razones, la presente propuesta aboga por la
implementación de salas de lactancia o lactarios en los
Centros de Trabajo, proporcionando así a las madres
empleadas espacios adecuados para llevar a cabo la
lactancia materna mientras cumplen con sus responsa-
bilidades laborales. La creación de estas salas de lac-
tancia tiene varios objetivos:

• Garantizar el derecho a la salud de los lactantes,
asegurando una alimentación acorde a las necesida-
des para su más sano desarrollo. 

• Establecer lugares de trabajo que faciliten la lac-
tancia, equipados con instalaciones adecuadas para
este propósito.

• Contabilizar el tiempo dedicado a la lactancia co-
mo tiempo efectivo de trabajo.

• Respetar el derecho de las mujeres a tomar una o
varias interrupciones diarias o reducir las horas de
trabajo para amamantar a sus hijos.

Ya que si bien, el artículo 170 de la Ley Federal de
Trabajo reconoce el derecho de las madres a contar
con un espacio adecuado e higiénico para la lactancia,
esto no es suficiente para cumplir plenamente con el
derecho humano de las mujeres a disponer de las faci-
lidades necesarias. Según la propia Secretaría de Sa-
lud7, los lactarios deben cumplir con ciertas caracte-
rísticas específicas para ser considerados como tales y
contar con elementos esenciales como: mesas, sillas o
sillones con abrazaderas, dispensadores de papel toa-
lla, dispensadores de jabón líquido y depósitos con ta-
pa para desechos, garantizando así el bienestar y la co-
modidad de los usuarios, sí como la instalación de un
refrigerador para la conservación adecuada de la leche
materna. 

Aunado a lo anterior, la implementación de estos lac-
tarios debe considerar medidas de accesibilidad para
todas las madres, incluyendo aquellas con discapaci-
dad, y ubicarse en lugares de fácil y rápido acceso pa-
ra las trabajadoras.

Además, dado que la nutrición efectiva es un derecho
fundamental de los niños, también se contempla la re-
forma de la Ley General de los Derechos de las Niñas,
los Niños y los Adolescentes con el fin de garantizar
que la lactancia materna esté respaldada en los lugares
de trabajo, en consonancia con el interés superior del
menor, el derecho humano a la salud de los infantes y
los principios establecidos por las principales políticas
públicas de salud tanto a nivel nacional como interna-
cional.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma los artículos 170 de la Ley Fe-
deral del Trabajo y 50 de la Ley General de los De-
rechos de niñas, niños y adolescentes, en materia de
lactancia materna
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Primero. Se reforma la fracción IV del artículo 170
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los si-
guientes derechos:

I. a III. …

IV. En el período de lactancia hasta por el término
máximo de seis meses, tendrán dos reposos extraor-
dinarios por día, de media hora cada uno, para ali-
mentar a sus hijos, en lactarios que designe la em-
presa, o bien, cuando esto no sea posible, previo
acuerdo con el patrón se reducirá en una hora su jor-
nada de trabajo durante el período señalado;

Segundo. Se reforma la fracción VII del artículo 50 de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen dere-
cho a disfrutar del más alto nivel posible de salud, así
como a recibir la prestación de servicios de atención
médica gratuita y de calidad de conformidad con la le-
gislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y
restaurar su salud. Las autoridades federales, de las en-
tidades federativas, municipales y de las demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito
de sus respectivas competencias, en relación con los
derechos de niñas, niños y adolescentes, se coordina-
rán a fin de

I. a VI. …

VII. Asegurar la prestación de servicios de atención
médica respetuosa, efectiva e integral durante el
embarazo, parto y puerperio, así como para sus hi-
jas e hijos, y promover la lactancia materna exclu-
siva dentro de los primeros seis meses y comple-
mentaria hasta los dos años, a través de la
instalación de lactarios en los centros de trabajo,
así como garantizar el acceso a métodos anticon-
ceptivos;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 8 de febrero de 2024.

Diputado Óscar Octavio Moguel Ballado (rúbrica)
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